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Caso Número: 
CA2021CV01102 

 
Sobre:   
Sentencia 

Declaratoria, 
Incumplimiento de 

Contrato, Ley de 
Monopolios, Cobro 
de Dinero y Daños 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry, la 

Jueza Rivera Marchand y el Juez Monge Gómez  
 
Rivera Marchand, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2023. 
 

Comparece ante nos, Aerostar Airport Holdings, LLC, 

(peticionaria) y solicita nuestra intervención a los fines de que 

dejemos sin efecto la Orden emitida y notificada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Carolina (TPI o foro primario), 

el 30 de mayo de 2023, así como la Orden notificada en autos el 15 

de junio de 2023. En las referidas determinaciones, el tribunal 

recurrido autorizó, entre otros, la toma de deposición de los señores 

Varlín Vissepó y Adolfo Castro, según solicitó la parte recurrida, 

Airport Shoppes, Corp y Airport Catering Services, Corp. Lo anterior, 

dentro de un pleito civil sobre Sentencia Declaratoria; 

Incumplimiento de Contrato; Ley de Monopolios; Cobro de Dinero y 

Daños.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación 

denegamos la expedición del auto de certiorari. 

I. 
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El 7 de mayo de 2021, la parte recurrida presentó la demanda 

de autos. En la misma, expresó que opera las concesiones de comida 

y bebida en los terminales del Aeropuerto Internacional Luis Muñoz 

Marín, (en adelante “Aeropuerto”), según los derechos concedidos 

por el documento denominado “Concession Agreement.” Además, 

arguyó que la parte peticionaria suscribió un acuerdo de 

arrendamiento de 40 años con la Autoridad de Puertos de Puerto 

Rico, mediante el cual se le concedió el derecho a operar 

exclusivamente el Aeropuerto dentro del plazo pactado. Asimismo, 

agregó que, dentro del referido acuerdo de arrendamiento, los 

derechos bajo el “Concession Agreement.” fueron cedidos por la 

Autoridad de los Puertos a favor de la parte peticionaria. A la luz de 

ello, alegó que la parte peticionaria le presionó a aceptar nuevos 

términos de arrendamiento y le cobró cantidades de arrendamiento 

onerosas y contrarias a los términos del “Concession Agreement” 

enmendado.  Además, adujo que, a raíz de los eventos ocurridos en 

la pandemia por el Covid-19, sus ventas se redujeron y la parte 

peticionaria le privó de acceso a las facilidades que arrienda. 

Además, alegó que, la parte peticionaria se negó a aceptar una 

modificación razonable de los cánones de arrendamiento durante la 

vigencia de la pandemia. Por todo lo cual, solicitó una reducción de 

los cánones de arrendamiento en proporción a la disminución 

mensual de ventas que ha experimentado, una sentencia 

declaratoria sobre la aplicación de la doctrina de Rebus Sic Stantibus 

y sobre la aplicación de la tarifa de renta base convenida, más 

costas, honorarios de abogado y resarcimiento en daños.1  

En reacción, la parte peticionaria presentó una Contestación 

a Demanda.2 En esencia, alegó que cumplió con los términos 

consagrados en el “Concession Agreement” y que la tarifa en 

 
1 Ap. (1), págs. 1-21.  
2 Ap. (3), págs. 62-80.  
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concepto de renta base es la que surge del propio acuerdo, según 

enmendado y de los documentos que incorpora o hace referencia. 

Asimismo, arguyó que, obró de buena fe y en virtud de la ley, los 

reglamentos, determinaciones administrativas aplicables y 

conforme al contrato de arrendamiento. De igual modo, expresó que, 

ha utilizado los fondos federales asignados bajo CARES y/o CRSSA 

de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables. Además, 

alegó que es improcedente la doctrina de Rebus Sic Stantibus por ser 

esta invocada para establecer una enmienda unilateral y 

acomodaticia de lo acordado en el “Concession Agreement”. Ante 

ello, solicitó al foro primario que declarara No Ha Lugar la demanda, 

y le impusiera a la parte recurrida el pago de gastos, costas y 

honorarios de abogado por temeridad.  

Posteriormente, la parte recurrida presentó una Demanda 

Enmendada.3 En apretada síntesis, la parte recurrida añadió una 

causa de acción sobre competencia desleal y represalias. En la 

misma, argumentó que la parte peticionaria ha incurrido en actos 

de competencia desleal tales como, la discriminación en el cobro de 

rentas, repartición de ayudas federales, imposiciones sobre horarios 

de operación, y entorpecimiento en el reclutamiento de empleados.  

Luego de varias incidencias procesales4 y atinentes a la etapa 

de descubrimiento de prueba, la parte recurrida presentó un escrito 

intitulado Solicitud Urgente de Orden para dar Cumplimiento a Orden 

 
3 Ap. (8), págs. 150-174.  
4 El Tribunal de Primera Instancia dictó el 21 de septiembre de 2022 y notificó el 

26 de septiembre de 2022 una Sentencia Parcial. Mediante la misma, declaró Ha 
Lugar en parte, la Moción de Desestimación Parcial de la Demanda Enmendada 

que presentó Aerostar, a los efectos de desestimar las siguientes causas de acción 

de la referida demanda: Incumplimiento de Contrato a favor de tercero; Solicitud de 
Sentencia Declaratoria al amparo de la doctrina de rebus sic stantibus; y 
Reclamación bajo la Ley de Monopolios y Restricción de Comercios de Puerto 
Rico.  Ap. (24), págs. 312-330. Luego de denegada una previa Moción de 

Reconsideración e inconforme con la referida Sentencia Parcial, la parte recurrida, 

compareció vía recurso de apelación ante este Tribunal (caso 

núm.  KLAN202200964). A raíz de ello, este Tribunal Intermedio confirmó la 

Sentencia Parcial apelada. Ap. (30), págs. 387-416. Dicho asunto fue objeto de 

revisión ante el Tribunal Supremo quien denegó la expedición del auto de certiorari 
(CC-2023-0315), cuyo Mandato fue expedido el 6 de julio de 2023. 
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del 9 de marzo de 2023 y Compeler Deposiciones.5 En esencia, alegó 

que ha realizado esfuerzos razonables e infructuosos para lograr 

coordinar con la parte peticionaria las fechas para deponer a sus 

representantes, Manuel Gutiérrez, Jorge Hernández, Varlín Vissepó 

y Adolfo Castro durante el mes de junio y dentro de los términos 

previamente acordados para el logro de ello. Expresó que, acudió al 

tribunal primario a los fines de solicitar su intervención para que 

ordene las referidas deposiciones. A su vez, alegó tener 

inconvenientes para lograr acordar con la parte peticionaria las 

deposiciones de los señores Adolfo Castro y Varlín Vissepó. En 

cuanto, al señor Adolfo Castro, expresó que su interés en deponerle 

se sintetizaba en que es accionista del cincuenta por ciento (50%) de 

Aerostar Airport Holdings, LLC, firmó la enmienda del año 2013 del 

Contrato objeto del litigio y tiene conocimiento de las negociaciones 

y conversaciones entre las partes que condujeron a la referida 

enmienda del año 2013, mediante la cual, entre otras, acordaron 

nuevas tarifas de renta porcentual que debía satisfacer en la 

operación de los concesionarios de comida y bebida en el 

Aeropuerto.  

A la luz de ello, añadió que, el establecimiento de la tarifa y su 

cálculo es una cuestión umbral para la primera causa de acción de 

la demanda de autos sobre sentencia declaratoria de cumplimiento 

con obligaciones de pago, inexistencia de deuda frente a la parte 

peticionaria e incumplimiento de obligaciones de buena fe 

contractual.  

De otra parte, expresó que su interés en deponer al licenciado 

Varlín Vissepó recae en que tiene conocimiento de las negociaciones 

y conversaciones entre las partes sobre potenciales enmiendas en el 

año 2020 al “Concession Agreement,” las cuales adujo que nunca se 

 
5 Ap. (32), págs. 419-460.  
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concretaron, y tenían el fin de aumentar la renta acordada en el año 

2013. Además, añadió que, el licenciado Varlín Vissepó tiene 

conocimiento personal sobre solicitudes de fondos federales, 

créditos de renta y concesiones hechas a otros concesionarios del 

Aeropuerto. Dicho conocimiento personal, según argumentó, es 

pertinente a su quinta causa de acción relacionada a una 

reclamación en daños por actuaciones culposas y discriminatorias 

atribuidas a la parte peticionaria. A raíz de lo antes expuesto, solicitó 

al TPI que ordenase la toma de deposición de los representantes 

previamente mencionados.  

Así las cosas, el 30 de mayo de 2023, el Tribunal recurrido 

emitió y notificó una Orden6 mediante la cual concedió a las partes 

un término de cinco (5) días para presentar moción conjunta sobre 

la calendarización de todas las deposiciones, según había ordenado. 

Además, autorizó las deposiciones de los representantes de la parte 

peticionaria, incluyendo al licenciado Varlin Vissepó y el señor 

Adolfo Castro.  

Inconforme con dicha Orden, la parte peticionaria, presentó 

un escrito intitulado Urgente Solicitud de Reconsideración de Orden 

y Solicitud de Orden Protectora para la Toma de Deposiciones al Sr. 

Adolfo Castro y el Lcdo. Varlín Vissepó.7 En lo pertinente, alegó que 

la deposición del licenciado Varlín Vissepó no procedía por ser este 

el abogado interno de Aerostar Aiport Holdings, LLC, por ello y al ser 

este su asesor legal interno, su deposición violentaría el privilegio 

abogado-cliente. De otro lado, arguyó que la única razón por la cual 

se ha retrasado la toma de deposiciones hasta el mes de junio se 

debe a que la parte recurrida tardó meses en entregar sus 

contestaciones al descubrimiento de prueba escrito.  

 
6 Ap. (33), págs. 461-463.  
7 Ap. (34), págs. 464-522.  
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En cuanto a la toma de deposición del señor Adolfo Castro, 

adujo que este reside en México, y no está envuelto en el transcurso 

diario de sus negocios en la isla de Puerto Rico, tampoco en sus 

relaciones arrendaticias, y carece de conocimiento personal en 

cuanto a las alegaciones de la Demanda Enmendada. A la luz de ello, 

expresó que de la parte recurrida colocarle en condiciones, existen 

otras personas que pueden tener conocimiento personal sobre sus 

asuntos de interés, y así se lo ha comunicado.  

En virtud de lo antes esbozado, la parte peticionaria solicitó 

al TPI que reconsidere la Orden emitida, que permita a las partes 

acordar un calendario razonable para la toma de deposiciones, que 

extienda la fecha para finalizar el descubrimiento de prueba, y que 

dicte una orden protectora impidiendo la deposición del señor Adolfo 

Castro y excluyendo la deposición del licenciado Varlín Vissepó. 

Posteriormente, la parte recurrida presentó un escrito 

denominado Oposición a Solicitud de Orden Protectora para la Toma 

de Deposiciones al Sr. Adolfo Castro y el Licenciado Varlín Vissepó.8 

En lo atinente, reiteró que procedía la deposición del señor Adolfo 

Castro por ser la persona que suscribió, negoció y participó 

directamente en la firma de un acuerdo que versa sobre el contrato 

en controversia. En cuanto, a la deposición del licenciado Varlín 

Vissepó, añadió que esta solo versaría en temas pertinentes a la 

controversia de autos y no sobre información que pudiera violentar 

el privilegio abogado-cliente. De igual modo, adujo que la parte 

recurrida no ha establecido justa causa para la expedición de una 

orden protectora. A la luz de lo antes expuesto, solicitó al foro 

recurrido que deniegue la solicitud de orden protectora y reitere su 

dictamen ordenando la toma de deposición del señor Adolfo Castro 

y del licenciado Varlín Vissepó.  

 
8 Ap. (41), págs. 538-551.  
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Evaluado lo anterior, el foro primario emitió una Orden,9 a los 

efectos de mantener en vigor la Orden en la cual se autoriza la toma 

de deposiciones. A su vez, señaló que la parte recurrida ha 

expresado, en los escritos presentados, los asuntos pertinentes a la 

controversia de autos que serán objeto de deposición, por lo cual, la 

parte peticionaria tiene conocimiento de ello. Además, expresó que 

de surgir una pregunta relacionada al privilegio abogado-cliente, la 

parte peticionaria podría levantar el referido privilegio.  

Aun inconforme, la parte peticionaria, comparece ante esta 

Curia y plantea los siguientes dos (2) señalamientos de error:  

Primer error: Erró el Tribunal de Primera Instancia Al 
[sic] Autorizar la Deposición del Licenciado Varlín 

Vissepó. 
 
Segundo error: Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

autorizar la Deposición del señor Adolfo Castro.   
 

En reacción, la parte recurrida compareció mediante un 

escrito intitulado Oposición a que se expida el auto de certiorari. Con 

el beneficio de las posturas de ambas partes, resolvemos. 

II. 

El recurso de certiorari es un auto procesal extraordinario por 

el cual un peticionario solicita a un tribunal de mayor jerarquía que 

revise y corrija las determinaciones de un tribunal inferior. Rivera 

Gómez y otros v. Arcos Dorados Puerto Rico, Inc. y otros, 2023 TSPR 

65, resuelto el 8 de mayo de 2023; Torres González v. Zaragoza 

Meléndez, 2023 TSPR 46, resuelto el 12 de abril de 2023. Es norma 

reiterada que, una resolución u orden interlocutoria, contrario a una 

sentencia, es revisable ante el Tribunal de Apelaciones mediante 

auto de certiorari. Rivera Gómez y otros v. Arcos Dorados Puerto Rico, 

Inc. y otros, supra. A diferencia del recurso de apelación, el tribunal 

revisor tiene la facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional. Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra. 

 
9 Ap. (43), págs. 576-577.  
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Por su parte, la Regla 52.1 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita la facultad que tiene el foro 

apelativo intermedio para revisar las resoluciones u órdenes 

interlocutorias que emite el foro primario. Caribbean Orthopedics v. 

Medshape, et al., 207 DPR 994 (2021). Esa regla establece que el 

recurso de certiorari solo se expedirá cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, 

injunctions de la Regla 57 o de la denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo. Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra.  

No obstante, la citada la Regla 52.1, también dispone que el 

tribunal apelativo, en su ejercicio discrecional y por excepción, 

podrá expedir un recurso de certiorari cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios, en 

casos de anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, 

en casos revestidos de interés público o en cualquier otra situación 

en la que esperar a una apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Íd. El delimitar la revisión a instancias 

específicas tiene como propósito evitar las “dilaciones innecesarias, 

el fraccionamiento de causas y las intervenciones a destiempo.” Íd.; 

Véase, además, Scotiabank v. ZAF Corp., et al., 202 DPR 478, 486-

487 (2019). 

Por otro lado, el examen que hace este Tribunal previo a 

expedir un auto de certiorari no se da en el vacío ni en ausencia de 

otros parámetros. Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra. A 

esos efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que debemos tomar 

en consideración al evaluar si procede expedir el auto de certiorari. 

La citada Regla dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:  
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(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos en que se demuestre que el dictamen emitido por 

el foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de 

discreción. Pueblo v. Rivera Montalvo, 205 DPR 352 (2020). 

III 

Nos corresponde resolver, si en esta etapa de los 

procedimientos atinentes al descubrimiento de prueba, el foro 

primario incidió al autorizar la toma de deposición del licenciado 

Varlín Vissepó y del señor Adolfo Castro. 

Al entender sobre la expedición de un auto de certiorari de 

naturaleza discrecional, debemos evaluar conforme nos permiten los 

estándares de revisión establecidas en la normativa antes expuesta. 

Le corresponde a la parte peticionaria fundamentar cómo el TPI 

excedió los parámetros legales o no consideró adecuadamente el 

derecho aplicable. 

Surge del recurso ante nuestra consideración que, la parte 

peticionaria plantea que la información que la parte recurrida 

pretende descubrir puede obtenerla mediante otros medios menos 
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onerosos sin obligar al licenciado Varlín Vissepó -quien es abogado 

interno de Aerostar- a distinguir entre lo que es materia privilegiada 

y lo que es descubrible. Alega además que, el licenciado Varlín 

Vissepó no puede aportar nada sobre una enmienda al Concession 

Agreement que nunca se firmó. 

Análogamente, la parte peticionaria objeta la toma de 

deposición del señor Adolfo Castro. Lo antes, bajo el fundamento de 

que reside fuera de Puerto Rico; que él es CEO de la compañía matriz 

de Aerostar en México, a cargo de las operaciones internacionales; 

que no tiene conocimiento personal de las alegaciones de la 

Demanda Enmendada; que no está involucrado en los negocios de 

Aerostar de forma regular; y que existen otras personas con mayor 

conocimiento que él que pueden aportar información de forma 

menos onerosa.  

De otro lado, la parte recurrida expone que, el licenciado 

Varlín Vissepó y el señor Adolfo Castro poseen información 

pertinente a los asuntos en controversia tras participar 

directamente en las negociaciones y en el contrato objeto de este 

litigio. Arguye, además, que la información que se persigue no es 

privilegiada y puede conducir a otra evidencia admisible. 

Luego de un examen sosegado del recurso ante nos, 

determinamos no expedir el auto solicitado. No concurren los 

criterios que justifican nuestra intervención sobre la Orden 

recurrida, la cual no se aparta del estado de derecho vigente, según 

analizado por el foro primario. En ella, el foro primario precisó 

“[d]urante la toma de deposición la parte podrá levantar el privilegio 

de abogado-cliente en aquellas preguntas que proceda toda vez que 

la autorización a la toma de deposición no implica una renuncia al 

privilegio.”10  Cabe señalar que el descubrimiento de prueba es 

 
10 Apéndice, pág. 576. 



 
 

 
KLCE202300785    

 

11 

amplio y liberal y los foros de instancia gozan de discreción para 

regularlo, de manera que, se garantice una solución justa, rápida y 

económica. Rivera Gómez y otros v. Arcos Dorados Puerto Rico, Inc. y 

otros, 203 TSPR 65, resuelto el 8 de mayo de 2023. 

De lo anterior colegimos que, el TPI ejerció su amplia facultad 

discrecional en la etapa de descubrimiento de prueba. En particular, 

autorizó que se presentara la objeción sobre el privilegio abogado-

cliente, durante la toma de deposición del licenciado Varlín Vissepó. 

De igual forma, tampoco expuso limitación alguna sobre posibles 

métodos adecuados para coordinar y efectuar la deposición del 

señor Adolfo Castro, quien reside fuera de Puerto Rico. Por ello y al 

entender sobre la presente causa, no encontramos indicio de que 

haya actuado de forma arbitraria, caprichosa, o haya abusado al 

ejercer su discreción. Tampoco identificamos un factor o criterio que 

apunte a un fracaso irremediable de la justicia.  

Sobre tales bases, concluimos que no está presente ninguno 

de los criterios establecidos en la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, que justifique nuestra intervención 

sobre el dictamen recurrido.  

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari solicitado.  

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
 Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


